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Ciudad de México a veintitrés de julio de dos mil veintiséis.[footnoteRef:1] [1:  En lo sucesivo todas las fechas se refieren al año dos mil veintiséis, salvo precisión de otro año.] 


El Pleno del Tribunal Electoral de la Ciudad de México, en sesión pública de esta fecha, determina desechar la demanda promovida por la parte actora, dada la falta de interés de la parte actora.
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	Actor, parte actora
o promovente:
	Dato protegido.

	Asamblea de Selección o acto impugnado:
	Asamblea de Información y Selección del Presupuesto Participativo 2026 y 2027, en la que se integraron los Comités de Ejecución y de Vigilancia de Proyecto de Presupuesto Participativo respectivos de la Unidad Territorial Ahuatenco, clave 04-004, en la demarcación Cuajimalpa de Morelos.

	Autoridad responsable o Dirección Distrital:
	Dirección Distrital 20 del Instituto Electoral de la Ciudad de México.

	Código Electoral:
	Código de Instituciones y Procedimientos Electorales de la Ciudad de México.

	COPACO:
	Comisión de Participación Comunitaria

	Ley de Participación:
	Ley de Participación Ciudadana de la Ciudad de México.

	Ley Procesal:
	Ley Procesal Electoral de la Ciudad de México.

	Sala Superior:
	Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación.



[bookmark: _Toc234507471]A N T E C E D E N T E S

De lo narrado en la demanda y de las constancias que obran en el expediente, se advierte lo siguiente:

I. Consulta del presupuesto participativo.

1. Convocatoria. El nueve de enero, el Consejo General del Instituto Electoral de la Ciudad de México emitió la Convocatoria Única para la Elección de las Comisiones de Participación Comunitaria 2026 y la Consulta de Presupuesto Participativo 2026 y 2027; la cual fue modificada posteriormente.[footnoteRef:2] [2:  La Convocatoria fue aprobada mediante el acuerdo IECM/ACU-CG-004/2026 y tuvo modificaciones mediante los acuerdos IECM/ACU-CG-013/2026, IECM/ACU-CG-018/2026, IECM/ACU-CG-023/2026 e IECM/ACU-CG-024/2026. ] 


2. Registro y dictaminación de proyectos. Del veinticinco de enero al uno de marzo se llevó a cabo el registro de los proyectos para la consulta de presupuesto participativo; los que fueron dictaminados del cuatro de febrero al diez de marzo.

3. Jornada. Del veinte al treinta de abril se emitió la votación de manera anticipada y el tres de mayo las personas ciudadanas emitieron su voto de manera presencial para elegir proyectos de presupuesto participativo.

4. Resultados. La lista de proyectos ganadores de la consulta 2026 y 2027 fue publicada el quince de mayo; y, a partir del mes de julio, fueron enviados a las autoridades competentes los resultados respectivos.

5. Convocatoria a asamblea. El nueve de junio las personas integrantes de la COPACO de la Unidad Territorial Ahuatenco, clave 04-004, en la demarcación Cuajimalpa de Morelos, convocaron a la Asamblea de Selección para dicha unidad territorial.

6. Asamblea de Selección (acto impugnado). El veintisiete de junio se llevó a cabo la asamblea controvertida.

II. Juicio de la ciudadanía.

1. Demanda. El dos de julio, el actor, en su carácter de integrante de COPACO y ciudadano participante en la Asamblea de Selección, presentó una demanda de juicio de la ciudanía ante la Dirección Distrital.

2. Integración y turno. El siete de julio, el Magistrado Presidente de este Tribunal, ordenó integrar el expediente del juicio de la ciudadanía TECDMX-JLDC-118/2026 y turnarlo a la Ponencia del Magistrado Jesús Hernández Rodríguez para sustanciarlo y, en su momento, elaborar el proyecto de resolución correspondiente. 
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[bookmark: _Toc234507473]PRIMERA. Competencia y actuación colegiada.

Este Tribunal Electoral es competente para conocer y resolver el presente juicio electoral, toda vez que, en su carácter de máximo órgano jurisdiccional electoral en la Ciudad de México, es garante de la constitucionalidad y legalidad de los actos y resoluciones en la materia.

Con esa calidad, le corresponde conocer de los juicios que promueva la ciudadanía suscitados en el desarrollo de los instrumentos de democracia participativa, relacionados con probables irregularidades, con el fin de verificar que los actos y resoluciones de las autoridades electorales y de participación ciudadana se ajusten a lo previsto en la Constitución Local y en la ley.

En el caso, este Tribunal Electoral tiene competencia porque se cuestiona la Asamblea de Selección, en que se determinó la integración de los Comités de Ejecución y Vigilancia respectivos, en una Unidad Territorial de la Ciudad de México.[footnoteRef:3] [3:  Con fundamento en:
Constitución Federal: artículos 1, 17, 116 párrafo segundo base IV incisos b), c) y l), y 122 Apartado A bases VII y IX, y 133. 
Constitución Local: artículos 6 apartado H, 26 apartado A numeral 1, 38 numeral 4, y 46 apartado A inciso g).
Código Electoral: artículos 1, 2, 30, 31, 165 fracciones I y V, 171, 178, 179 fracciones II, III y VII, 182 fracción II y 364.
Ley Procesal: artículos 1, 28 fracciones I y II, 30, 31, 32, 37 fracción I, 85, 91, 102 y 103 fracciones I y III. 
Ley de Participación: artículos 3, 7 apartado B, 14 fracción V, 26, 116 y 124 fracción V, de la Ley de Participación.] 
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Previo al estudio de fondo del asunto, procede analizar las causales de improcedencia, ya sea de oficio o a petición de parte, ya que de actualizarse alguna, existiría impedimento para la sustanciación del juicio y el dictado de la sentencia de fondo.

Por ello, su análisis es preferente al tratarse de una cuestión de orden público, tal como lo establece la jurisprudencia TEDF1EL J001/1999, aprobada por este órgano jurisdiccional, de rubro: “IMPROCEDENCIA, CAUSALES DE. SU ESTUDIO ES PREFERENTE Y DE OFICIO EN LOS MEDIOS DE IMPUGNACIÓN PREVISTOS EN EL CÓDIGO ELECTORAL DEL DISTRITO FEDERAL”.[footnoteRef:4] [4:  Consultable en la Compilación de Tesis y Jurisprudencia y relevantes 1999-2019, página 136.] 


Este órgano jurisdiccional advierte que se actualiza la causal de improcedencia prevista en el artículo 49, fracción I, de la Ley Procesal, relativa a que se pretende impugnar un acto que no afecta el interés jurídico, ni legítimo de la parte actora como se estudia a continuación:

Marco normativo

En el artículo 49, fracción I, de la Ley Procesal, se establece que los medios de impugnación son improcedentes y, por tanto, se decretará el desechamiento de plano de la demanda, cuando se desprenda alguna de las causales previstas en los ordenamientos aplicables; cuando se pretendan impugnar actos o resoluciones que no afecten el interés jurídico del actor.

Al respecto, los medios de impugnación en materia electoral requieren, para su procedencia, que la parte actora cuente con interés jurídico o legítimo, es decir, que resienta una afectación personal, directa o diferenciada y real a su esfera de derechos, susceptible de ser reparada mediante la intervención del órgano jurisdiccional.

Como lo han señalado la Sala Superior, la Sala Regional Ciudad de México, ambas del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, este Órgano Jurisdiccional, la doctrina y la jurisprudencia hay tres grados de afectación de los derechos de una persona (también denominado interés). Estos sirven como variables para analizar si una persona puede acudir a reclamar el derecho que considere afectado: el jurídico, el legítimo, y el simple.

El interés jurídico se suele identificar con el derecho subjetivo en su concepción clásica. Se genera cuando existe una norma frente a la cual, una situación concreta implica una posición de prevalencia o ventaja que el derecho objetivo asigna a la persona frente a otras. 

Existe cuando en la demanda se aduce la vulneración de algún derecho de quien impugna, y dicha persona argumenta que la intervención del órgano jurisdiccional es necesaria y útil para reparar esa conculcación, mediante la formulación de algún planteamiento tendente a obtener la emisión de una sentencia que revoque o modifique el acto reclamado.

Por otro lado, el interés legítimo no exige un derecho subjetivo literal y expresamente tutelado para poder ejercer una acción restitutoria de derechos, sino que, para ejercerlo, basta un vínculo entre las partes actoras y un derecho humano, del cual derive una afectación a su esfera jurídica, dada una especial situación frente al orden jurídico.

El ciudadano o ciudadana que basa su pretensión en este tipo de interés se encuentra en una circunstancia de hecho que, aunque no es la establecida exactamente en la hipótesis normativa, sí tiene una especial referencia al ámbito normativo.

Este interés no se asocia a la existencia de un derecho subjetivo, pero sí a la tutela jurídica que corresponda a la especial situación frente al orden jurídico, de tal suerte que alguna norma puede establecer un interés difuso en beneficio de una colectividad o grupo al que pertenezca la persona agraviada.

Para la Suprema Corte de Justicia de la Nación, el interés legítimo alude al interés personal, individual o colectivo, cualificado, actual, real y jurídicamente relevante, que puede traducirse en un beneficio jurídico en favor de la persona inconforme, derivado de una afectación a su esfera jurídica en sentido amplio, bien de índole económica, profesional, de salud pública, o de cualquier otra.

Así, para probar el interés legítimo debe acreditarse que: exista una norma constitucional que establezca o tutele algún interés legítimo en beneficio de un derecho de una colectividad; el acto reclamado transgreda ese interés legítimo, por la situación que guarda la persona accionante frente al ordenamiento jurídico —ya sea de manera individual o colectiva—, la o el promovente pertenezca a esa colectividad. 

También debe considerarse que los elementos constitutivos del interés legítimo son concurrentes, por tanto, basta la ausencia de alguno de ellos para que el medio de defensa intentado sea improcedente.

Finalmente, el interés simple, es la noción más amplia del concepto de interés para el acceso a la jurisdicción y se le suele identificar con las acciones populares. En ellas se reconoce legitimación a cualquier ciudadano o ciudadana por el mero hecho de ser miembro de una sociedad, sin necesidad de que el sujeto invoque un interés jurídico. La situación jurídica de la persona sería el mero interés en la legalidad de los actos del Estado.

Se trata de un interés que puede tener cualquier persona ciudadana, votante o interesada en que los actos del Estado se lleven conforme a lo que dictan las normas aplicables.

Es el que puede tener cualquier persona por alguna acción u omisión del Estado pero que, en caso de satisfacerse, no se traducirá en un beneficio personal para el interesado”, de tal suerte que dicho interés resulta jurídicamente irrelevante.

Caso concreto
La parte actora impugna la Asamblea de Información y Selección del Presupuesto Participativo 2026 y 2027, en la que se integraron los Comités de Ejecución y de Vigilancia de Proyecto de Presupuesto Participativo respectivos de la Unidad Territorial Ahuatenco, clave 04-004, en la demarcación Cuajimalpa de Morelos.

La parte actora considera que el acto impugnado le causa agravio en razón de que, durante el desarrollo de la Asamblea de Selección, el personal del Instituto local informó que se habían agotado los formatos y la papelería necesaria para continuar con el registro de personas participantes para integrar los Comités de Ejecución y Vigilancia, motivo por el cual diez ciudadanas y ciudadanos o más fueron excluidos del procedimiento y de participar en la asamblea.

Precisado lo anterior y tal como se anunció, este Tribunal Electoral estima que el juicio es improcedente y, por lo tanto, procede desechar la demanda, toda vez que, atendiendo a los planteamientos que formula el impugnante, no se advierte que pueda actualizarse alguna afectación a su esfera de derechos.

Ello, en tanto que sostiene la supuesta actuación indebida por parte de la Dirección Distrital al no contar con la papelería necesaria para permitir la participación de todas las personas que asistieron a la referida asamblea. 

En ese sentido, alega que dicha irregularidad es imputable de forma exclusiva a la Dirección Distrital, ya que se encontraba obligada a planear, organizar y aportar los materiales suficientes para el desarrollo de la mencionad asamblea.  

No obstante, de la lectura del Acta de Asamblea[footnoteRef:5] se puede advertir que en el orden del día (aprobado por unanimidad) estuvo la conformación de los Comités de Ejecución y de Vigilancia 2026 y 2027, respectivamente, siendo el actor designado para integrar el Comité de Vigilancia 2026 y el Comité de Ejecución 2027 en la Unidad Territorial Ahuatenco, demarcación Cuajimalpa de Morelos. [5:  Documento que es una prueba documental pública con valor probatorio pleno, salvo prueba en contrario de su autenticidad o de la veracidad de los hechos a que se refieran, en términos de los artículos 53 fracción I, 55 fracción IV y 61 de la Ley Procesal.] 


De ahí que, si bien la parte actora impugnó una asamblea en la que consideró se presentaron algunas irregularidades, lo cierto es que participó y fue designado para integrar los Comités de Vigilancia y el de Ejecución, respectivamente, en la citada Unidad Territorial.

En estas circunstancias, es que resulta innecesario que se dicte una sentencia de fondo que tenga el efecto de revocar o modificar en el caso concreto la asamblea impugnada, pues con ello no se obtendría restitución alguna a favor de la parte actora, dado que no hay forma de mejorar su situación jurídica, por lo que no existe un derecho violado por restituirle.

En consecuencia, por las razones antes señaladas es que, en el caso, no se justifica el interés jurídico ni legítimo de la actora y, en consecuencia, se debe desechar el presente juicio. 

Finalmente, derivado de la improcedencia, se considera que a ningún fin práctico conduciría reencauzar el juicio de la ciudadanía a juicio electoral.

Por lo expuesto y fundado se:

R E S U E L V E

ÚNICO. Se desecha la demanda.

NOTIFÍQUESE como en derecho corresponda.

PUBLÍQUESE en su sitio de Internet (www.tecdmx.org.mx), una vez que esta determinación haya causado estado.

Hecho lo anterior, en su oportunidad, archívese el expediente como asunto total y definitivamente concluido.


Así lo resolvieron, por unanimidad de votos, las Magistraturas integrantes del Pleno del Tribunal Electoral de la Ciudad de México, ante la Secretaria General, quien autoriza y da fe.
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